
Expte.

SR. ALCALDE-PRESIDENTE DEL
AYUNTAMIENTO DE LONGARES

50460 LONGARES
ZARAGOZA

I.- ANTECEDENTES

Primero.-  El  pasado  24  de  junio  de  2019  tuvo  entrada  en  esta
Institución  un  escrito  de  queja  que  quedó  registrado  con  el  número  de
referencia  arriba  expresado,  al  que  ruego  haga  mención  en  ulteriores
contactos que llegue a tener con nosotros.

Segundo.- En el referido escrito, se hacía alusión a que los usuarios
de  las  piscinas  municipales  en  esa  localidad,  pagan  precios  distintos  en
función  de  si  están  empadronados  o  no  en  Longares,  manifestando  su
disconformidad con esta actuación.

Tercero.- En cumplida contestación a nuestro  requerimiento se nos
informó lo siguiente:

“En sesión del  Pleno  de  la  Corporación  municipal  de  Longares,  de
fecha 4 de octubre de 2018, por unanimidad de los seis miembros presentes,
de los siete que componen de derecho la Corporación Municipal y por tanto
por  la mayoría  absoluta  legal,  se  acordó  la modificación,  entre  otras,  de  la
Ordenanza Fiscal número 9, reguladora de la-TASA POR LA PRESTACIÓN
DEL SERVICIO DE PISCINAS MUNICIPALES.

La mencionada aprobación inicial fue publicada en el Boletín Oficial
de la Provincia de Zaragoza nº 250 de 30 de octubre de 2018 y transcurrido
el plazo de exposición de 30 días hábiles no se presentaron reclamaciones a
la  misma,  quedando  definitivamente  aprobada  la  modificación  de  la
Ordenanza.

La modificación consistía en un incremento del precio de los abonos
de temporada y quincenales, y a su vez se establecía una bonificación de 5
euros  lineales  en  cada  una  de  las  distintas  cuotas  existentes  para  las
personas empadronadas en Longares.

En  ejercicios  anteriores,  en  otras  tasas,  se  había  establecido
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también,  ya  que  el  estado  de  las  arcas  municipales  lo  permitía  y  lo  sigue
permitiendo,  una  bonificación  del  20%  para  los  sujetos  pasivos  que
ostentaran la condición de titulares de familia numerosa, así como los niños
menores de 14 años y las personas mayores de 65 tienen una cuota inferior
al resto.

En  esta  línea  es  en  la  que  se  intentaba  trabajar  cuando  se  actuó
modificando  de  esa  forma  la  ordenanza,  no  se  hacía  con  el  ánimo  de
perjudicar a los no empadronados sino de premiar a los empadronados para
los  que  muchas  veces  resulta  gravoso  seguir  residiendo  en  la localidad.  Y
también de hacerles partícipes, al igual que lo son algunos de los residentes
en otras localidades, Zaragoza sin ir más lejos, de tener ventajas por el hecho
de estar empadronados.

En  estos  tiempos  en  los  que  tanto  se  habla  de  despoblación  y  de
tomar medidas para evitarla, y  en los que  se está apuntando como medida
una  fiscalidad  diferenciada  para  los  habitantes  del  medio  rural,  este
Ayuntamiento entiende su bonificación de 5 € a las personas empadronadas
como una medida simbólica en este sentido.”

Teniendo en cuenta los antecedentes descritos, se estima oportuno
realizar las siguientes

II.- CONSIDERACIONES JURIDICAS

Primera.- La dicción literal del artículo 59 del Estatuto de Autonomía
de Aragón, que regula las disposiciones generales relativas a la Institución de
El Justicia de Aragón establece lo siguiente:

“1.- El Justicia de Aragón, sin perjuicio de la institución prevista en el
artículo  54  de  la  Constitución  y  su  coordinación  con  la  misma,  tiene  como
misiones específicas:

a) La protección y defensa de los derechos individuales y colectivos
reconocidos en este Estatuto.

b)  La  tutela  del  ordenamiento  jurídico  aragonés,  velando  por  su
defensa y aplicación.

c) La defensa de este Estatuto.”

2.-   En  el  ejercicio  de  su  función,  el  Justicia  de  Aragón  podrá
supervisar:

a)  La  actividad  de  la  Administración  de  la  Comunidad  Autónoma,
constituida  a  estos  efectos  por  el  conjunto  de  órganos  integrados  en  el
Gobierno  de  Aragón,  así  como  por  la  totalidad  de  los  entes  dotados  de
personalidad jurídica dependientes del mismo.

b)  La actividad de los entes locales aragoneses y de las comarcas,
sus  organismos  autónomos y  demás  entes  que  de  ellos  dependan,  en  los
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términos que establezca la ley del Justicia.

c) Los servicios públicos gestionados por personas físicas o jurídicas
mediante  concesión  administrativa,  sometidos  a  control  o  tutela
administrativa de alguna institución de la Comunidad Autónoma de Aragón.

3.-  El  Justicia  rendirá  cuentas  de  su  gestión  ante  las  Cortes  de
Aragón.”

Las  funciones  de  esta  Institución  son  plasmadas  de  idéntica
forma  en  los  artículos  1  y  2  de  la  Ley  4/1985,  reguladora  del  Justicia  de
Aragón.

Al amparo de esta disposición estatutaria, y en cumplimiento de
las funciones que el mismo texto encomienda al Justicia de Aragón, es por lo
que se procede al estudio de la pretensión que se expone en la queja.

Segunda.- A la vista del contenido de la queja, la cuestión objeto de
estudio  se  circunscribe  a  determinar  la  procedencia  o  improcedencia  de
diferenciar entre empadronados y no empadronados en cuanto a las tarifas a
pagar a  la hora de  acceder a  determinados servicios municipales  ofrecidos
por el Ayuntamiento de Longares. Este servicio es, en concreto, el del acceso
a piscinas municpales.

En  este  sentido,  ha  de  advertirse  que  el   Consistorio  ha  regulado
como tasa la prestación del servicio de piscinas municipales.

Tercera.- De  esta  manera,  en  el  caso  de  que  la  prestación
económica exigida  al ciudadano por  los servicios municipales  prestados  se
configure como una tasa,  ya anticipamos que no existe  apoyo legal  alguno
que justifique una diferenciación de las tarifas exigidas por la prestación del
servicio en atención a la circunstancia del empadronamiento o no del sujeto
tributario obligado a su pago.

En cuanto a la concreta cuestión del importe de las tasas, previstas
por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público
local, el art. 24.1.a) LHHLL, establece que, de manera general, éste se fijará
tomando como referencia  el valor  que  tendría  en  el  mercado  de  la utilidad
derivada de dicha utilización o  aprovechamiento si  los bienes afectados  no
fuesen de dominio público. Y, a tal fin “las ordenanzas fiscales podrán señalar
en cada caso, atendiendo a la naturaleza específica de la utilización privativa
o del  aprovechamiento  especial  de  que  se  trate,  los criterios  y  parámetros
que permitan definir el valor de mercado de la utilidad derivada.”. Completa lo
anterior el apartado 2 del mismo precepto al indicar que: “En general, y con
arreglo  a  lo  previsto  en  el  párrafo  siguiente,  el  importe  de  las  tasas  por  la
prestación  de  un  servicio  o  por  la  realización  de  una  actividad  no  podrá
exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio o actividad de
que se trate o, en su defecto, del valor de la prestación recibida.”.

Llegados a este punto, observamos que la determinación del importe
la  cuota  tributaria  a  satisfacer  por  los sujetos  pasivos  queda  objetivada  de
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manera  uniforme  y  general  para  todos  los  obligados,  concretándose
cuantitativamente a través de cualquiera de las siguientes fórmulas (art. 24.3
LHHLL):  a)  la  cantidad  resultante  de  aplicar  una  tarifa,  b)  una  cantidad
señalada al efecto, o c) la cantidad resultante de la aplicación conjunta de los
procedimientos anteriores.

Ahora  bien,  la  LHHLL  admite  la  modulación  cuantitativa  de  los
tributos  mediante  beneficios  fiscales,  si  bien,  en  el  caso  de  ordenanzas
fiscales de las entidades locales, sólo cuando así se establezcan en estas y
en los supuestos expresamente previstos en la ley (art. 9.1), principio que, en
el  caso  de  tasas  municipales  tiene  su  reflejo  en  el  art.  24.4  LHHLL  que
permite  que,  a  la  hora  de  concretar  la  cuantía  de  las  tasas,  se  tome  en
consideración  la  capacidad  económica  de  los  sujetos  pasivos.  Así,  dicho
precepto es del siguiente tenor:

“Para la determinación de la cuantía de las tasas podrán tenerse en
cuenta criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados
a satisfacerlas.”

De  lo  expuesto  resulta,  por  tanto,  que  en  la  determinación  de  las
cuotas  tributarias  para  la  exacción  de  tasas  -como  la  que  aquí  nos  ocupa
referida al acceso a piscinas municipales- cabe el establecimiento de tarifas
diferentes,  si  bien  sólo  en  tanto  en  cuanto  la  distinción  entre  unas  y  otras
tenga  por  único  fundamento  la  distinta  capacidad  económica  de  los
obligados. Fuera de este supuesto, no se prevé en la normativa de aplicación
la  determinación  para  un  mismo  hecho  imponible  de  cuotas  tributarias
diferenciadas.  Lo  que  nos  lleva  a  concluir  que  la  fijación  por  parte  del
Ayuntamiento de Longares de tarifas distintas para el abono de las piscinas
según el interesado esté o no empadronado en el municipio no es acorde con
el ordenamiento jurídico precisamente por no traer causa de la única admitida
legalmente,  como  es  la  capacidad  económica  de  los  obligados  al  pago,
atentando  con  ello  a  los  principios  de  igual  y  progresividad  en  los  que  se
inspira el sistema tributario español (art. 31.1 Constitución Española).

El Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección
2ª) se ha pronunciado en este mismo sentido en sentencia de 12 de julio de
2006  (rec.  nº  3526/2001),  no  admitiendo  la  diferencia  de  tarifas  entre
empadronados y  no  empadronados en un  supuesto de suministro de agua
potable. Argumenta para ello lo siguiente en su Fundamento Jurídico Cuarto:

“En  efecto,  el  art.  150  del  Reglamento  de  Servicios  de  las
Corporaciones Locales ( RCL 1956, 85)  establece el principio de igualdad de
los usuarios ante las tarifas de los servicios. Es cierto que el apartado dos de
dicho precepto  permite fijar  tarifas reducidas o bonificadas,  en beneficio de
sectores personales económicamente débiles, pero en este uso no se aprobó
subvención alguna en materia de tarifas  de agua, sino que se estableció la
tarifa de  consumo doméstico para las viviendas  o  alojamientos  de  carácter
habitual  y  permanente  en  los  casos  en  que  los  titulares  de  los  contratos
figurasen empadronados en el municipio, con independencia de que fueran o
no  titulares  de  una  o  más  viviendas,  incluyendo,  en  cambio,  dentro  del
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consumo  industrial  no  sólo  el  servicio  prestado  a  cualquier  actividad
industrial,  comercial,  profesional  o  artística,  sino  además  el  prestado  a
viviendas  destinadas  a  segunda  residencia  cuyos  titulares  no  figurasen
empadronados  en  el  Municipio,  diferencia  de  trato  totalmente  artificiosa  e
injustificada,  por  no  venir  fundada  en  un  criterio  objetivo  y  razonable  de
acuerdo con juicios de valor generalmente aceptados.”.

Entre  la  jurisprudencia  reciente  de  los  Tribunales  Superiores  de
Justicia de las Comunidades Autónomas, y en la misma línea que la citada
del Supremo, cabe destacar  y reseñar las Sentencias del Tribunal Superior
de  Justicia  de  Galicia  de  12  de  abril  de  2002;  la  del  Tribunal  Superior  de
Justicia  de  Cantabria  de  7  de  abril  de  2010;  y  la  del  Tribunal  Superior  de
Justicia de Andalucía de 21 de mayo de 2012.

Vienen  a  coincidir  básicamente  las  referidas  resoluciones
jurisdiccionales  en  considerar  que,  en  casos  de  establecimiento  de  tarifas
diferenciadas  tomando  en  consideración  el  criterio  del  empadronamiento,
supondría  la  introducción  de  beneficio  fiscal  no  contemplado  por  el
Legislador; por lo que estaríamos ante la vulneración de principios y derechos
constitucionales,  como  el  principio  de  igualdad,  valor  superior  del
ordenamiento y un derecho fundamental, como se desprende de los Arts. 1.1
y 14  de la Constitución,  así como en  el Art.  31.1 CE,  que  alude también al
principio de generalidad del sistema tributario.

En este sentido, recalcan las Sentencias reseñadas cómo a nivel de
normativa básica estatal, el art. 9.1 del texto refundido de la Ley reguladora
de las Haciendas Locales dispone, como ya hemos indicado anteriormente,
que no  podrán reconocerse otros  beneficios fiscales  en  los tributos  locales
que los expresamente previstos en normas con rango de Ley, sin perjuicio de
que,  en materia  de tasas,  puedan  tenerse  en cuenta criterios genéricos de
capacidad  económica  de  los  sujetos  obligados  a  satisfacerlas,  conforme
dispone  el  art.  24.4 del citado  Texto  Refundido;  lo que  en  el caso  que  nos
ocupa no sucede  al igual  que  en los casos  objeto  de los pronunciamientos
jurisdiccionales citados como referentes.

A  la  vista  de  todo  lo  expuesto,  resulta  procedente  sugerir  al
Ayuntamiento  de  Longares  que,  a  la  hora  de  regular  en  sus  Ordenanzas
Fiscales las tasas por la prestación de servicios públicos o la realización de
actividades  administrativas  de  competencia  local,  establezca  su  importe
(cuota  tributaria)  sin  distinguir  entre  los  sujetos  pasivos  según  estén  o  no
empadronados en el municipio.

Cuarta.- Cuestión  distinta  hubiera  sido  que  se  hubiera  regulado
como precios públicos el uso de las piscinas municipales y, en este caso, en
el  que  se  establecen  diferencias  entre  tarifas,  el  Consistorio  habrá  de
justificar la ponderación y razonabilidad de las mismas así como los motivos
en los que se funda la conveniencia de establecer dicha distinción tarifaria.

III.- RESOLUCIÓN

5



Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en
ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la
Ley 4/1985,  de  27  de  junio,  reguladora  del  Justicia de  Aragón,  he  resuelto
efectuar la siguiente SUGERENCIA:

Que el Ayuntamiento de Longares, a la hora de regular la tasa por la
prestación del servicio de piscinas municipales, establezca su importe (cuota
tributaria)  sin  distinguir  entre  los  sujetos  pasivos  según  estén  o  no
empadronados en el municipio.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que  en un plazo
no superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,
indicándome,  en  este  último  supuesto,  las  razones  en  las  que  funda  su
negativa

Zaragoza, a 5 de agosto de 2019

ÁNGEL DOLADO

JUSTICIA DE ARAGÓN
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